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Introducción

En el Uruguay del siglo xxi, los archivos estatales han 
ido evolucionado sustancialmente, en especial en es-
tos últimos años, cuando la ciencia archivística –ar-

chivología– uruguaya ha tenido una revalorización y una 
resignificación a la luz de la normativa vigente –promulgada 
en 2008– en materia de acceso a la información pública, así 
como de cuidado de datos personales. 

Desde 2007, de hecho, ya se había promulgado la ley por 
la cual se creaba el Sistema Nacional de Archivos, que sería 
vital para la transformación de los archivos públicos. En 
ese sentido, las administraciones comenzaron un proceso 
de análisis interno, fundado en la necesidad de saber dónde 
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y cómo están sus documentos y, por traslación, dónde está 
la información producto de sus actividades.

El contexto en que se gestan estas tres leyes fundamen-
tales responde, por un lado, a archivos estatales colapsados, 
sin tratamiento científico de la documentación, desorgani-
zados y sin efectivizar el acceso directo a la información; 
y, por otro, a que la Ley de Acceso se sustentó en viejos 
reclamos de la sociedad civil que, por décadas, pregonó la 
necesidad de acceder a los documentos públicos.

La ausencia de profesionales archivólogos en la Adminis-
tración pública agravó la situación de sus archivos, convir-
tiéndolos en meros depósitos de papeles.

Desde la perspectiva archivística, este trabajo tocará pun-
tos representativos de las condiciones de los documentos 
gubernamentales y sus archivos, y dentro de éstos, los refe-
ridos a los derechos humanos.

La gestión archivística  
en los organismos gubernamentales

La Ley N° 18.220 de 20 de diciembre de 2007, creada por 
el Sistema Nacional de Archivos, se reglamentó por el De-
creto N° 355 de 31 de octubre de 2012, y proporcionó las 
directrices estratégicas para, por un lado, la profesionali-
zación de los Archivos del Estado y para, por otro, la jerar-
quización del Archivo en la estructura organizativa dentro 
de las instituciones.

Se instituyó que esa reglamentación se aplicará a todos 
los archivos públicos y, además, invitaba al Sistema Nacio-
nal de Archivos (sna) a adherirse a aquellos archivos priva-
dos que así lo consideraran.1
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Los archivos públicos en el Uruguay son los pertenecien-
tes a todos los poderes del Estado (Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial), entes autónomos, servicios descentralizados, em-
presas estatales, gobiernos departamentales, entre otros.

Además instaura, como órgano rector de la política ar-
chivística uruguaya, al Archivo General de la Nación. En su 
artículo 6°, se establecen las responsabilidades de las institu-
ciones, como la de contar con archivólogos profesionales en 
los archivos y en las Unidades de Administración Documen-
tal, para realizar la organización científica de los documen-
tos, cualquiera que sea su soporte; asimismo, se establece la 
prohibición de la destrucción indiscriminada de los docu-
mentos por parte de las instituciones y sus jerarcas, práctica 
común y asidua de toda la administración pública.2

Por otra parte, el poder Ejecutivo comienza a trabajar en 
el fortalecimiento de las tecnologías estatales, y a tales efec-
tos sustenta su labor en su guía de Mejores Prácticas. Éstas 
consisten en la creación de un programa de actualización 
normativo en Gobierno Electrónico que incluye estándares, 
normas técnicas y recomendaciones que establezcan direc-
trices y requisitos de buena gobernanza de las tecnologías 
de la información requeridas para sustentar la estrategia de 
gobierno electrónico, en particular para los portales del Es-
tado o sitios web: interoperabilidad, seguridad de la informa-
ción, sistemas geoespaciales y documentación electrónica.

De esta forma, podemos señalar el comienzo de nuevos 
retos en la archivística nacional, y en particular, en el cami-
no hacia el desarrollo de la gestión documental en las insti-
tuciones del Estado, con el sustento de un marco normativo 
propicio que pondere la seguridad y la confianza (condicio-
nes necesarias para el desarrollo del documento electrónico 
y la firma digital), información pública con énfasis en la ac-
cesibilidad y transparencia3 y privacidad e intimidad.4
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Para finalizar este punto, vale decir que con la aproba-
ción de la Ley del Sistema Nacional de Archivos se establece 
un equilibrio con el que la Administración podrá brindar ac-
ceso eficiente a la documentación gubernamental y, al mis-
mo tiempo, cuidar los datos personales de los ciudadanos.

Como consecuencia directa, se marca un hito en la histo-
ria archivística uruguaya, a través del cual se puede profun-
dizar hacia una organización científica de los documentos.

El acceso a los documentos oficiales 

El largo proceso de acumulación de documentos oficiales 
en los archivos gubernamentales –los cuales carecían de po-
líticas archivísticas para los procesos documentales, como 
lo es la organización, descripción, conservación y disposi-
ción de los mismos– conformó grandes depósitos estatales, 
inaccesibles para la propia institución que los creó para la 
ciudadanía. Este proceso conllevaba a reclamos provenien-
tes de la sociedad civil para obtener acceso a los documen-
tos del Estado y, en este caso, a la documentación vinculada 
al período represivo, la cual se ubicaba en los organismos 
gubernamentales.

Con el fin de lograr el acceso a los documentos por par-
te de la ciudadanía, se creó un grupo de trabajo integrado 
por la Universidad de la República Oriental del Uruguay, la 
sociedad civil, asociaciones sin fines de lucro, archivólogos, 
juristas, entre otros, para estudiar y elaborar un Anteproyec-
to de Ley de Acceso a la Información Pública.

El acceso a la información pública se estableció por la 
Ley N° 18.381 de 17 de octubre de 2008, de la cual hago 
referencia a artículos vinculados, directa o indirectamente, 
al quehacer del archivólogo.
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Asimismo, establece los mecanismos para la clasificación 
de la información, a saber:

•	 Información pública: entendida como toda información 
producida, obtenida, en poder o bajo control de los or-
ganismos públicos, cualquiera sea el soporte en el cual 
esté contenida, en el artículo 4° de la Ley N° 18.381: 
Derecho de Acceso a la Información Pública.5

•	 Información reservada: la cual comprende aquella in-
formación que pueda comprometer la seguridad públi-
ca o la defensa nacional, dañar la estabilidad financiera, 
económica o monetaria del país, o aquella que afecte 
la dignidad humana o ponga en riesgo la vida de los 
ciudadanos, así como la vinculada a descubrimientos 
científicos, tecnológicos o culturales.6

•	 Información confidencial: toda aquella información 
respecto al patrimonio de las personas, o la que com-
prenda hechos o actos de carácter económico, conta-
ble, jurídico o administrativo, referidos a las personas 
físicas o jurídicas, la cual pudiera ser de utilidad para 
un competidor. También, aquella amparada en cláusulas 
contractuales de confidencialidad.7

Al amparo de esta Ley, en su texto reglamentario se es-
pecifican, en su Capítulo iii, aquellos principios vinculados 
con los archivos. Tales principios corresponden a:

	1)	 la disponibilidad de la información, salvo aquella 
que sea clasificada como secreta o con carácter de 
reservada o confidencial;

	2)	 la eficiencia en el uso de los recursos vinculados a la 
gestión documental;
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	3)	 la integridad de los documentos de manera tal que 
garantice su localización, consulta y reproducción, 
con aplicación de las nuevas tecnologías; 

	4)	 la conservación de los documentos a los efectos de 
evitar su destrucción, deterioro o alteración.8

En lo referente al procedimiento administrativo que es-
tablece la manera de acceder a la información pública, éste 
debe iniciarse por solicitud escrita ante el titular del orga-
nismo; dicha solicitud deberá contener la identificación del 
solicitante, su domicilio y forma de comunicación, así como 
la descripción precisa de la información a solicitar, además 
de cualquier otro dato que aporte información para su lo-
calización.9

El plazo para servir la información solicitada será de 
veinte días hábiles para permitir o negar el acceso a la do-
cumentación que contiene la información requerida. Los 
organismos podrán expedir copia autenticada de los docu-
mentos solicitados cuando la documentación sea de acceso 
público.10

Por otra parte, el organismo podrá negar la expedición 
de la información solicitada mediante resolución motivada 
del jerarca del organismo que señale su carácter reservado 
o confidencial, indicando las disposiciones legales en que 
se funde.11

Esta Ley y su decreto reglamentario constituyen uno de 
los instrumentos jurídicos de trabajo para los archivólogos 
del Estado uruguayo, con lo cual se marca un hito hacia la 
apertura de los archivos estatales, como aquellos que con-
tengan documentación afectada a los derechos humanos. 

Para finalizar, es de destacar las dificultades que existen 
en la actualidad para el acceso a la información, pues se re-
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quiere imperiosamente de una correcta organización para la 
recuperación de los documentos de archivo.

Los documentos en materia de derechos humanos

Un capítulo aparte merecería desarrollar el proceso de orga-
nización de nuestros documentos referidos a los archivos en 
derechos humanos en nuestro país. Ahora bien, destacaré 
algunos hechos interesantes e importantes de ese proceso. 

Ante la negativa y el hermetismo de la existencia de docu-
mentos de archivo producidos en el período dictatorial por 
el agencias represoras de propio Estado uruguayo, las dife-
rentes organizaciones en materia de derechos humanos y la 
sociedad civil, en su conjunto, han reclamado esta documen-
tación ante los poderes estatales y distintas organizaciones 
internacionales, con el fin de poder juzgar a los represores 
por las graves violaciones a los derechos humanos.

Asimismo, los países de la región han ofrecido copia de 
sus documentos donde se pueden identificar aquellos tipos 
documentales de nuestro pasado reciente.

¿Qué otros problemas surgieron a la hora de la identifi-
cación de los tipos documentales en las instituciones? Por 
un lado, estaba la falta de profesionales especializados en 
derechos humanos y, por otro, la documentación referida a 
esta temática integraba los fondos documentales de los ar-
chivos estatales. Por tanto, se requería de la buena voluntad 
del funcionario de turno y de un análisis exhaustivo en los 
fondos institucionales.

Sumado a esto, la necesidad de la justicia de estos docu-
mentos, se comenzó un largo tiempo de trabajo y organiza-
ción. Al respecto, jugó un papel fundamental la aprobación 
de las tres leyes y, en especial, la Ley de Acceso a la Infor-
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mación Pública, que establece en su artículo 12°: “Los su-
jetos obligados por la ley de referencia no podrán invocar 
ninguna de las reservas (información reservada, confiden-
cial o secreta), cuando la información solicitada se refiera 
a violaciones de derechos humanos o sea relevante para 
investigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos.”

Además, en el “Caso Gelman vs Uruguay”, la sentencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció 
en el párrafo 279, referido al acceso público a los archivos 
estatales, que el Estado debe “habilitar sin restricciones el 
acceso a los archivos y otras informaciones en poder de ins-
tituciones y funcionarios, o ex funcionarios del Estado, con 
el objeto de colaborar con las investigaciones penales para 
esclarecer las violaciones a los derechos humanos.”12

Archivos uruguayos con documentación  
en derechos humanos

A partir de 1985, y la vuelta a la democracia, la ciudadanía 
comenzó a solicitar al Estado uruguayo los documentos re-
feridos a las violaciones a los derechos humanos en el pe-
ríodo represivo.

Los archivos con documentación vinculante a dichas vio-
laciones correspondían principalmente, entre otros departa-
mentos, al Ministerio del Interior (Archivo de la Dirección 
Nacional de Información e Inteligencia: Departamento iii); 
Ministerio de Relaciones Exteriores (Archivo Histórico Di-
plomático y Archivo Administrativo), Ministerio de Defensa 
Nacional (Archivo del Servicio de Información e Inteligen-
cia, y Archivo del Organismo Coordinador de Operaciones 
Antisubversivas), Ministerio de Educación y Cultura (Archi-
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vo General de la Nación: Sección Judicial) y a la Universi-
dad de la República (Archivo General Universitario).

Por su parte, se creó el Archivo de la Secretaría de Dere-
chos Humanos para el Pasado Reciente (sddhhpr), el cual 
está constituido por fondos documentales múltiples y co-
lecciones referentes a detenidos desaparecidos, asesinados 
políticos y violaciones a los derechos humanos en Uruguay.

En sus inicios, la Comisión para la Paz (comipaz) –hoy, 
Secretaría de Derechos Humanos para el Pasado Recien-
te– propició la recepción de documentación proveniente 
de la Asociación Madres y Familiares de Uruguayos Dete-
nidos Desaparecidos, el Servicio de Paz y Justicia (serpaj), 
así como del Instituto de Estudios Legales y Sociales del 
Uruguay (ielsur), documentación que está conservada en el 
Archivo de dicha Secretaría. 

El Archivo se fue enriqueciendo con diversas transfe-
rencias documentales, en su mayor parte por organismos 
públicos del propio Estado uruguayo, en particular los Mi-
nisterios de Relaciones Exteriores, del Interior y de Defen-
sa Nacional. De este último, en especial la documentación 
producida por las Fuerzas Armadas y los órganos represi-
vos, como son la correspondiente al Servicio de Informa-
ción y Defensa (sid) y del Organismo de Coordinación de 
Operaciones Anti-subversivas (ocoa). Asimismo, se fue in-
corporando documentación proveniente del extranjero y de 
archivos privados.

El resultado de las gestiones realizadas por la sddhhpr 
en el transcurso de los años y las investigaciones llevadas 
a cabo por parte del Estado uruguayo han generado docu-
mentación y han constituido su propio fondo documental 
ad hoc, el cual es el principal sustento de pruebas para la 
justicia en materia de derechos humanos.
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Desde el punto de vista de la estructura organizativa y 
funcional del Archivo, éste se encuentra dividido en áreas 
definidas estratégicamente; a saber: Área de Recepción, Dis-
tribución de Documentos y Servicio Archivístico; Áreas Téc-
nicas de Descripción Documental; Área de Base de Datos 
Unificada; Área de Comunicación, y Área de Depósito de 
Archivo.

Para el desarrollo de los cometidos sustantivos de cada 
unidad de trabajo, se ha dotado de recursos informáticos, 
materiales y, en especial, de profesionales archivólogos.

Desde la Coordinación del Archivo se establecen las di-
rectrices para la intervención en las transferencias docu-
mentales desde las instituciones públicas, donaciones de 
privados; asimismo, se elaboran los protocolos de digitaliza-
ción para cada serie documental.

Y, para finalizar, corresponde mencionar la conformación, 
por resolución presidencial, de un Grupo de Trabajo Archi-
vístico Interinstitucional que tiene como cometidos, por un 
lado, definir acciones para el tratamiento de la documenta-
ción referida a la materia de derechos humanos unificando 
criterios en su tratamiento científico y, por otro, establecer, 
con base en la Ley de Acceso a la Información Pública, lí-
neas estratégicas para la gestión archivística entre los archi-
vos con documentación vinculada a los derechos humanos. 
Asimismo, propende a la unificación de los servicios, a la 
promoción de la extensión y a la difusión archivística; a su 
vez, coordina el cumplimiento de las acciones entre los di-
ferentes archivos públicos.
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A modo de conclusión

La aprobación de las tres leyes mencionadas sustenta la eje-
cución de políticas archivística en materia de organización 
documental para el Uruguay del siglo xxi, en el pleno desa-
rrollo de la Sociedad de la Información y el Conocimiento.

Las políticas del Estado adoptadas para la transparencia 
y buena gobernanza, el desarrollo y aplicación de las tec-
nologías, como las nuevas políticas en materia de archivos 
y organización, hacen posible un acceso democrático a la 
información gubernamental.

En este contexto, el ciudadano está puesto en un nuevo 
orden, pues se acortan las brechas existentes entre la Ad-
ministración y el servicio al ciudadano, en un proceso de 
desburocratización de la administración pública.

La gestión archivística en los organismos gubernamenta-
les ha dado un giro sustancial en virtud de la promulgación 
de tres leyes con estrecha vinculación: la Ley que creó al 
Sistema Nacional de Archivos, en la cual se establecen las 
políticas para el tratamiento científico de la documentación; 
la Ley de Acceso a la Información Pública, la cual necesita 
obligatoriamente de la organización de los archivos para ga-
rantizar el acceso; y la Ley de Protección de Datos Persona-
les, que asegura la privacidad e intimidad de los datos. Por 
tanto, a través de la Ley de Archivo se establece el espacio 
para la actuación plena de las otras dos leyes.

Por otra parte, en materia de documentación de dere-
chos humanos, el tratamiento archivístico garantiza poder 
dar acceso a los usuarios, siendo la Justicia el usuario por 
excelencia, los familiares de las víctimas de desaparecidos 
políticos y asesinados durante el período de represión. Se 
destaca, como novedoso, los cometidos del Grupo de Tra-
bajo Archivístico Interinstitucional para la definición de ac-
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ciones coordinadas para el tratamiento, servicio y difusión 
archivísticos en materia de derechos humanos.
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